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I. Disposiciones generales

MINISTERIO DE JUSTICIA
17972 RESOLUCIÓN-Circular de 14 de julio de 1998,

de la Dirección General de los Registros y del
Notariado, sobre obligaciones formales y de
información a los interesados en materia de
derechos arancelarios de Notarios y Registra-
dores de la Propiedad y Mercantiles.

A pesar de la exhaustiva regulación legal de la forma
de aplicación de los aranceles por parte de Notarios
y Registradores de la Propiedad y Mercantiles, y aunque
es ciertamente escaso el número de minutas cuya impug-
nación se resuelve en este centro directivo, se ha com-
probado que en algunos supuestos, aun habiéndose apli-
cado correctamente el arancel, el recurso obedece a la
falta de información del interesado sobre dicha forma
de aplicación (especialmente en casos de pluralidad de
conceptos minutables) o a una indebida especificación
de las distintas partidas de la minuta.

En aras de la claridad y transparencia en la aplicación
del arancel, incumbe a los Notarios y Registradores de
la Propiedad y Mercantiles tres obligaciones: 1.a Incor-
porar al documento público la liquidación del arancel,
de manera que la base de aplicación de los aranceles,
con mención del número aplicado y de los honorarios
que correspondan a cada acto se deben reflejar a pie
de la escritura o documento matriz y de todas sus copias,
y del asiento de presentación, certificación o nota de
inscripción extendida y, en su caso, del documento entre-
gado al interesado (disposición adicional tercera de la
Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos);
2.a Entregar a los interesados la correspondiente minu-
ta de honorarios devengados en la que se expresarán
los suplidos, bases y números del arancel aplicados que
deberán firmar el Notario o el Registrador, y que deberá
contener expresa mención del recurso que contra ella
cabe y el plazo para su impugnación, y 3.a Tener a
disposición del público —anunciándose tal circunstancia
en lugar visible de la Notaría o del Registro— un ejemplar
completo del arancel, con sus normas de aplicación
y adicionales, y una tabla en que figuren los dere-
chos correspondientes a bases que sean múltiplos
de 100.000 pesetas.

Con carácter complementario de tales obligaciones
se considera conveniente que los Notarios y Registra-
dores de la Propiedad y Mercantiles colaboren activa-
mente en la información en materia arancelaria a los
interesados y bajo el principio de claridad y sencillez.
Esta obligación debe extenderse a los colegios profe-
sionales, en tanto en cuanto les corresponde velar por
el correcto ejercicio de la función y por el debido respeto
de los derechos de los consumidores.

Vistos la disposición adicional tercera de la Ley
8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos;
los artículos 10.6 de la Ley General para la Defensa

de los Consumidores y Usuarios y 258.1 de la Ley
Hipotecaria, en la redacción dada a los mismos por la
disposición adicional primera de la Ley 7/1998,
de 13 de abril; el Real Decreto 1426/1989, de 17 de
noviembre, sobre Aranceles de los Notarios; el Real
Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, sobre Aran-
celes de los Registradores de la Propiedad, y el Decre-
to 757/1973, de 29 de marzo, sobre Aranceles de los
Registradores Mercantiles; y las Resoluciones de 8 de
enero y 6 de abril de 1990, sobre modelos de minuta
de los Registradores de la Propiedad.

En consecuencia, este centro directivo ha acordado:

Primero.—Las minutas de los Notarios y Registradores
de la Propiedad y Mercantiles, además de cumplir las
normas anteriormente citadas, expresarán separadamen-
te, y con la debida claridad, cada uno de los conceptos
por los que se haya devengado derechos arancelarios,
con expresión individualizada del número de arancel apli-
cado, concepto minutable, base aplicada o expresión
de que es sin cuantía, honorarios que comporta cada
concepto, y total de honorarios, sin que por ninguna
razón se puedan agrupar globalmente los números y
cantidades correspondientes a distintos conceptos. Tam-
bién expresarán la forma en la que se han obtenido
los valores para la aplicación del arancel y los suplidos
si los hubiere.

Segundo.—Los Notarios y Registradores de la Propie-
dad y Mercantiles tendrán a disposición de cualquier
interesado todas las normas legales y reglamentarias
en materia arancelaria, y en particular, un folleto expli-
cativo que contendrá, con los ejemplos prácticos más
habituales, lo dispuesto en la disposición adicional ter-
cera de la Ley 8/1989, de 13 de abril, el Real Decreto
por el que se aprobó el respectivo arancel y sus normas
de aplicación, los recursos procedentes y, en su caso,
las resoluciones de este centro directivo o los acuerdos
de los colegios profesionales aprobando los modelos de
minuta.

Tercero.—Asimismo estará a disposición de cualquier
interesado un índice con una referencia a todas las reso-
luciones e instrucciones de esta Dirección General en
materia de honorarios, clasificadas por materias. Dicho
índice se actualizará anualmente y podrá ser suminis-
trado por los colegios profesionales respectivos.

Cuarto.—Los colegios profesionales informarán a cual-
quier interesado que lo solicite de la forma de cálculo
de los honorarios y dispondrán de un servicio de consulta
(personal, telemática, por correo electrónico u ordinario,
bibliofax...), a través del cual puedan suministrar el texto
completo de las Resoluciones de esta Dirección General
en materia arancelaria.

Todo ello sin perjuicio de los derechos de los inte-
resados en orden a la interposición de los recursos pro-
cedentes contra las minutas formuladas y de las fun-
ciones inspectoras y disciplinarias correspondientes a
este centro directivo y a los colegios profesionales, los
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cuales velarán en especial por el cumplimiento de lo
dispuesto en esta Resolución.

Madrid, 14 de julio de 1998.—El Director general,
Luis María Cabello de los Cobos y Mancha.

Ilmos. Sres. Presidente del Consejo General del Nota-
riado. Decano-Presidente del Colegio de Registrado-
res de la Propiedad y Mercantiles de España. Sres.
Notarios y Registradores de España.

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

17973 RESOLUCIÓN de 20 de julio de 1998, del
Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuen-
tas, sobre la información a incorporar en las
cuentas anuales relativa al «efecto 2000».

El denominado «efecto 2000» en las aplicaciones
informáticas, así como en determinadas instalaciones
que poseen las empresas, tiene su origen en la forma
de cómputo de fechas en los sistemas informáticos, que
con carácter general se ha realizado empleando exclu-
sivamente dos dígitos en el campo reservado al año,
de forma que los dos primeros dígitos correspondía a
mil novecientos (19XX). Si no se corrigiese este aspecto,
se podrían producir errores en los tratamientos de la
información que impliquen cálculos que tengan como
uno de sus parámetros la fecha.

Por ello, durante los últimos años las empresas han
comenzado a realizar determinadas actividades sobre
los activos a que antes se ha hecho referencia para revi-
sar, adaptar y corregir los mismos, con objeto de evitar
la aparición de fallos en los sistemas; paralelamente,
se plantea el tema de la necesaria información que al
respecto deben ofrecer las empresas en las cuentas
anuales.

En este sentido hay que señalar que el «Acuerdo del
Consejo de Ministros de fecha 12 de junio de 1998
sobre medidas de valoración del ‘‘efecto 2000’’», esta-
blece en su apartado II. Medidas de colaboración con
el sector privado, que: «Se encomienda al Instituto de
Contabilidad y Auditoría de Cuentas que precise la infor-
mación mínima que deban incorporar las empresas en
la memoria de las cuentas anuales de los ejercicios 1998
y 1999 sobre los proyectos y medidas adoptadas para
evitar el efecto 2000, así como las consecuencias que
se pudieran derivar en el desarrollo de su actividad
mercantil».

La presente Resolución, teniendo en cuenta la normas
de contabilidad vigentes, así como los pronunciamientos,
internacionales al respecto, trata estas circunstancias sin
incorporar nuevos criterios, ya que se entiende que los
incluidos en la legislación en vigor son suficientes, inten-
tando únicamente una sistematización de esta informa-
ción a incluir en las cuentas anuales, explicitando por
una parte aquellos aspectos que afectan a las partidas
incluidas en el Balance y en la Cuenta de Pérdidas y
Ganancias y por otra, indicando la información que con
carácter de mínimo deben incluir las empresas en la
memoria de las cuentas anuales, siempre que ésta sea
significativa.

En relación con el primer aspecto hay que señalar
que, como norma general, los importes que se destinen

a la adecuación de las aplicaciones informáticas e ins-
talaciones, se imputarán a la Cuenta de Pérdidas y Ganan-
cias del ejercicio en que se devenguen. Lo anterior debe
entenderse sin perjuicio de que en determinadas circuns-
tancias, de acuerdo con lo establecido en las normas
contables, en particular lo regulado en el Código de
Comercio y el Plan General de Contabilidad, deban dotar-
se las provisiones para riesgos y gastos que sean nece-
sarias.

Adicionalmente, si se cumplen las circunstancias
reguladas en la norma de valoración tercera incluida en
la quinta parte del Plan General de Contabilidad, para
considerar que determinadas operaciones puedan ser
calificadas como ampliaciones, renovaciones o mejoras
del inmovilizado, éstas deberán se objeto de incorpo-
ración al activo de acuerdo con las citadas normas, si
bien no se van a producir con carácter general este tipo
de operaciones en consonancia con lo regulado en la
norma séptima de la Resolución del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas de fecha 21 de enero
de 1992, por la que se dictan normas de valoración
del inmovilizado inmaterial.

Por último, si como consecuencia del «efecto 2000»,
determinadas aplicaciones informáticas o instalaciones
pudieran ver alterado el período estimado de vida útil,
deberá tenerse en cuenta el número parámetro para cal-
cular las nuevas cuotas de amortización que les corres-
pondan hasta la finalización de su vida útil.

En lo que se refiere al segundo aspecto, la presente
Resolución regula la información que con carácter de
mínimo y siempre que sea significativa debe incorporarse
en la memoria de las cuentas anuales, en relación con
el «efecto 2000», y que básicamente completa, amplía
y comenta la recogida en el Balance y la Cuenta de
Pérdidas y Ganancias.

Por todo lo anterior, atendiendo a la problemática
indicada, este Instituto, con objeto de aclarar y siste-
matizar la información que las empresas deben recoger
en las cuenta anuales como consecuencia del «efecto
2000», dicta la presente Resolución de acuerdo con la
disposición final quinta del Real Decreto 1643/1990,
de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Plan General
de Contabilidad, así como con el artículo 2 de la Ley
19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas.

Norma primera. Operaciones derivadas de la adecua-
ción de las aplicaciones informáticas y otras insta-
laciones como consecuencia del «Efecto 2000».

1. Los gastos producidos en las empresas como
consecuencia del «efecto 2000» en las aplicaciones
informáticas y otras instalaciones, se imputarán a la cuen-
ta de pérdidas y ganancias del ejercicio en el que se
devenguen, sin perjuicio de que en virtud del principio
de prudencia, se deba dotar las correspondientes pro-
visiones para riesgos y gastos, cuando dichos gastos
estén claramente especificados en cuanto a su natu-
raleza en la fecha de cierre del ejercicio, pero indeter-
minados en cuanto a su importe exacto o fecha en que
se producirán.

2. Las operaciones a que se hace referencia en el
apartado anterior que, teniendo en cuenta la naturaleza
de los activos, pudieran identificarse de forma clara con
una ampliación, mejora o renovación de la aplicación
informática u otra instalación en los términos regulados
en las normas de valoración del Plan General de Con-
tabilidad, así como en el desarrollo efectuado por las
Resoluciones del Instituto de Contabilidad y Auditoría
de Cuentas, se deberán contabilizar como mayor valor
del inmovilizado a que correspondan.

3. En aquellos casos en que la vida útil de una apli-
cación informática u otra instalación, se vea afectada


